
CUESTIONARIO 
 

 

1. De conformidad con el artículo 30  de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público las infracciones y sanciones prescribirán según lo dispuesto 
en las leyes que las establezcan, y si éstas no fijan plazos de prescripción: 

a) Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las 
leves a los seis meses; las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres 
años, las impuestas por faltas graves a los dos años y las impuestas por faltas leves al año. 

b) Las infracciones muy graves prescribirán a los dos años, las graves al año y las leves a los 
seis meses; las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres años, las 
impuestas por faltas graves a los dos años y las impuestas por faltas leves al año. 

c) las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las leves 
al año; las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres años, las 
impuestas por faltas graves a los dos años y las impuestas por faltas leves al año. 

d) Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las 
leves a los seis meses; las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres 
años, las impuestas por faltas graves a los dos años y las impuestas por faltas leves a los 
seis meses. 

2. De acuerdo con los artículos 65 y 67 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en los 
procedimientos de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, el 
derecho a reclamar prescribirá:  

a) A los 6 meses de producido el hecho o el acto que motive la indemnización. 

b) Al año de producido el hecho o el acto que motive la indemnización o se manifieste su 
efecto lesivo. 

c) A los 6 meses desde que se manifieste el efecto lesivo del hecho que motiva la 
indemnización. 

d) Las Administraciones Públicas podrán iniciar de oficio un procedimiento de responsabilidad 
patrimonial aunque haya prescrito el derecho a la reclamación del interesado. 

3. Conforme al artículo 125 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, cuando al dictar un acto firme 
se hubiera incurrido en un error de hecho debido a la documentación incorporada al 
expediente, el plazo máximo para interponer un recurso extraordinario de revisión es: 

a) Tres meses desde que se inició el proceso. 

b) Tres meses a contar desde el conocimiento de los documentos o desde que la sentencia 
judicial resultó firme. 

c) Cuatro años siguientes a la fecha de notificación de la resolución impugnada. 

d) Tres meses a contar desde la fecha de notificación del acto impugnado. 

4. Conforme al artículo 107 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, la garantía definitiva en los contratos celebrados con las Administraciones 
Públicas consiste generalmente en: 

a) El 5% del valor estimado del contrato, excluido el Impuesto sobre el Valor Añadido. 

b) El 5% del presupuesto anual del contrato, excluido el Impuesto sobre el Valor Añadido. 

c) El 5% del precio final ofertado por el licitador propuesto como adjudicatario, excluido el 
Impuesto sobre el Valor Añadido. 

d) Generalmente no procederá la exigencia de esta garantía, salvo cuando de forma 
excepcional el órgano de contratación, por motivos de interés público, lo considere 
necesario y lo justifique motivadamente en el expediente. 



5. Señale cuál de estas afirmaciones es errónea a tenor de lo dispuesto en el artículo 
44 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: 

a) Contra las actuaciones susceptibles de ser impugnadas mediante el recurso especial de 
contratación, no procederá la interposición de recursos administrativos ordinarios. 

b) Contra las actuaciones susceptibles de ser impugnadas mediante el recurso especial de 
contratación, procederá con carácter potestativo la interposición de recursos 
administrativos ordinarios. 

c) La interposición del recurso especial en materia de contratación tendrá carácter potestativo 
y será gratuito para los recurrentes. 

d) No se dará recurso especial de contratación en relación con los procedimientos de 
adjudicación que se sigan por el trámite de emergencia. 

6. Conforme los artículos 100, 101, 153 y 219 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público señale cuál de estas afirmaciones es cierta: 

a) Con carácter previo a la tramitación de un acuerdo marco o de un sistema dinámico de 
adquisición será necesario que se apruebe un presupuesto base de licitación. 

b) Para los acuerdos marco y para los sistemas dinámicos de adquisición se tendrá en cuenta 
el valor máximo estimado, excluido el Impuesto sobre el Valor Añadido, del conjunto de 
contratos previstos durante la duración total del acuerdo marco o del sistema dinámico de 
adquisición. 

c) En los contratos basados en un acuerdo marco o en los contratos específicos dentro de un 
sistema dinámico de adquisición, será necesaria la formalización de dichos contratos. 

d) La duración de los contratos basados en un acuerdo marco debe coincidir con la duración 
del propio acuerdo marco. 

7. Señale la respuesta incorrecta. Según el art. 14.1 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 
de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, el derecho de 
acceso a la información pública podrá ser limitado cuando acceder a la información 
suponga un perjuicio para: 

a) La protección del medio ambiente. 

b) El gasto público por el alto coste de facilitar el acceso solicitado. 

c) Los intereses económicos y comerciales. 

d) La política económica y monetaria. 

8. Conforme al artículo 70 del Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se 
aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, las entidades locales podrán 
recuperar por sí mismas la posesión de los bienes indebidamente perdida: 

a) En cualquier momento si son inmuebles, en el plazo de 1 año si son muebles. 

b) En cualquier momentos si son demaniales o en el plazo de dos años si son patrimoniales. 

c) En cualquier momentos si son demaniales o en el plazo de un año si son patrimoniales. 

d) En el plazo de 4 años si son inmuebles, en el plazo de 1 año si son muebles. 

9. Según el artículo 13 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas “Quienes de conformidad con 
el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas, son titulares, 
en sus relaciones con ellas, de los siguientes Derechos: 

a) A la presunción de existencia de responsabilidad Administrativa mientras no se demuestre 
lo contrario. 

b) A comunicarse con las Administraciones públicas a través de un Punto de Acceso General 
electrónico de la Administración. 

c) A formular alegaciones, utilizar los medios de defensa admitidos por el Ordenamiento 
Jurídico, y a aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior a la 



propuesta de resolución, que deberán ser tenidos en cuenta por el órgano competente al 
redactar la resolución que corresponda. 

d) Todas son correctas. 

10. Como consecuencia de lo establecido en el artículo 9 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, las disposiciones dictadas por 
delegación ¿Ante qué órgano serán recurribles en alzada? 

a) Ante el superior jerárquico del órgano que posee la delegación, siempre que los actos de 
éste último no pongan fin a la vía administrativa. 

b) Ante el mismo órgano que ejerce la delegación siempre que sus actos no pongan fin a la 
vía administrativa. 

c) Ante el superior jerárquico del órgano delegante, siempre que los actos de este último no 
pongan fin a la vía administrativa. 

d) Las disposiciones que se dicten por delegación no son susceptibles de recurso alguno. 

11. Según el artículo 25.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en caso de falta de resolución 
expresa, en los procedimientos iniciados de oficio de los que pudiere derivarse el 
reconocimiento, o en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones jurídicas 
individualizadas: 

a) Los interesados que hubieren comparecido podrán entender desestimadas sus 
pretensiones por silencio administrativo. 

b) Los interesados que hubieran comparecido podrán entender estimadas sus pretensiones, 
en todos los casos. 

c) Los interesados que hubieren comparecido podrán entender estimadas sus pretensiones 
en todos los casos, salvo que una norma de derecho comunitario establezca lo contrario. 

d) Producirá la caducidad del procedimiento. En estos casos, la resolución que declare la 
caducidad ordenará el archivo de las actuaciones. 

12. Según el artículo 68 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, el plazo de diez días para 
subsanar la falta o acompañar los documentos preceptivos de la solicitud de iniciación 
del procedimiento, cuando se trate de procedimientos selectivos o de concurrencia 
competitiva: 

a) Podrá ser ampliado prudencialmente, hasta 10 días más a iniciativa del órgano o a petición 
del interesado cuando la aportación de los documentos requeridos presente dificultades 
especiales. 

b) Podrá ser ampliado prudencialmente, hasta 15 días a iniciativa del órgano o a petición del 
interesado. 

c)  No podrá ser ampliado. 

d) Podrá ser ampliado prudencialmente, hasta 5 días a iniciativa del órgano o a petición del 
interesado cuando la aportación de los documentos requeridos presente dificultades 
especiales. 

13. En el procedimiento administrativo, se dará audiencia a los interesados y vista del 
expediente según el artículo 82 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas: 

a) En cualquier momento de la tramitación. 

b) Cuando el órgano instructor del procedimiento lo determine a la vista de las alegaciones 
formuladas por los interesados y siempre inmediatamente antes de redactar la resolución. 

c) Inmediatamente antes de redactar la propuesta de resolución. 

d) Todas son falsas. 



14. Habrá lugar a la ejecución subsidiaria, según el artículo 102 de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas:  

a) Cuando se trate de actos personalísimos. 

b) Si en virtud del acto administrativo hubiera de satisfacerse cantidad líquida y no se 
cumpliera con la obligación. 

c) Cuando se trate de actos que por no ser personalísimos puedan ser realizados por sujeto 
distinto del obligado. 

d) Cuando los actos administrativos impongan una obligación personalísima de no hacer o 
soportar. 

15. El artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones dice 
que no puede ser beneficiario de una subvención de las reguladas en la Ley: 

a) Quien teniendo residencia fiscal en España ostenta la nacionalidad de un país o territorio 
calificado reglamentariamente como paraíso fiscal. 

b)  Quien haya dado lugar, por causa de la que hubiesen sido declarados culpables, a la 
resolución firme de cualquier contrato celebrado con la Administración. 

c) Quien se halle al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias o frente a la 
Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes. 

d) Todas son correctas. 

16. Según el artículo 234 de la Ley 9/2017 de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Publico, la contratación conjunta de elaboración de proyecto y ejecución de las obras 
correspondientes tendrá carácter: 

a) Excepcional. 

b) Ordinario. 

c) Extraordinario. 

d) Urgente. 

17. El plazo de garantía en el contrato de obras , según el artículo 243.3 de la Ley 9/2017 
de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Publico,  se establecerá en: 

a) El pliego de cláusulas administrativas particulares, atendiendo a la naturaleza y 
complejidad de la obra y no podrá ser inferior a un año, salvo casos especiales. 

b) El pliego de prescripciones técnicas particulares, atendiendo a la naturaleza y complejidad 
de la obra y no podrá ser inferior a un año, salvo casos especiales. 

c) El pliego de cláusulas administrativas a particulares, atendiendo a la naturaleza y 
complejidad de la obra y no podrá ser superior a un año, salvo casos especiales. 

d) El pliego de prescripciones técnicas particulares, atendiendo a la naturaleza y complejidad 
de la obra y no podrá ser superior a un año, salvo casos especiales debidamente 
motivadas. 

18. En el supuesto de suspensión de la iniciación de un suministro por tiempo superior 
a cuatro meses, por causa imputable a la Administración, a partir de la fecha señalada 
en el contrato para la entrega, salvo que en el pliego se establezca otro menor, solo 
tendrá derecho el contratista a percibir por todos los conceptos una indemnización del: 
artículos 306 y 307 de la Ley 9/2017 de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Publico: 

a) 3 por 100 del precio de la adjudicación, IVA excluido. 

b) 6 por 100 del precio de la adjudicación IVA excluido. 

c) 5 por 100 del precio de la adjudicación IVA excluido. 

d) 3 por 100 del presupuesto de licitación IVA excluido. 

19. En un litigio entre Administraciones Públicas, si se quiere impugnar un acto de una 
de ellas ante la jurisdicción contencioso administrativa procederá según el artículo 44 



de la Ley 29/1998 de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción contencioso 
administrativa: 

a) Agotar previamente la vía administrativa mediante la interposición de los correspondientes 
recursos administrativos. 

b) Intentar una solución extraprocesal mediante suscripción del correspondiente convenio. 

c) No cabe la interposición de recursos en vía administrativa, pero si formular  un 
requerimiento previo para que para que derogue la disposición, anule o revoque el acto, 
haga cesar o modifique la actuación material, o inicie la actividad a que esté obligada. 

d) No cabe la interposición de un recurso contencioso administrativo entre Administraciones 
Públicas. 

20. ¿De acuerdo con qué principio se realizará el ejercicio de los derechos de las 
personas con discapacidad? Según el artículo 6.1 del Real Decreto Legislativo 1/2013, 
de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de 
derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social:  

a) De acuerdo con el principio de igualdad de oportunidades. 

b) De acuerdo con el principio de no discriminación. 

c) De acuerdo con el principio de libertad en la toma de decisiones. 

d) De acuerdo con el principio de normalización. 

21. Conforme el art. 22 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, 
¿se establece como régimen general de concesión el de? 

a) Procedimiento negociado. 

b) Adjudicación directa. 

c) Concurrencia competitiva. 

d) Pública subasta. 

22. Según la  Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres 
y hombres, ¿La situación en que se encuentra una persona que sea, haya sido o pudiera 
ser tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación 
comparable constituye? 

a) Discriminación directa. 

b) Discriminación indirecta. 

c) Acoso sexual. 

d) Acoso por razón de sexo. 

23. Con qué se inicia el expediente expropiatorio (Artículo 21 de la Ley de 16 de 
diciembre de 1954 de Expropiación Forzosa): 

a) Con el acuerdo de necesidad de ocupación. 

b) Con la declaración de utilidad pública o interés social. 

c) Con la notificación a los interesados. 

d) Con el Acuerdo del Ministerio correspondiente, según el régimen de competencias. 

24. En relación con la expropiación de bienes inmuebles ( Artículo 10 de la Ley de 16 de 
diciembre de 1954 de Expropiación Forzosa): 

a) La utilidad pública se entiende implícita en todos los casos. 

b) La utilidad pública se entiende implícita en todos los planes de obras y servicios de todas 
las Administraciones Públicas. 

c) La utilidad pública se entiende implícita en todos los planes de obras y servicios del Estado, 
Provincia y Municipio. 

d) Todas son falsas. 



25. Según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, artículo 128 : Los reglamentos y disposiciones 
administrativas no podrán: 

a) Vulnerar la Constitución. 

b) Vulnerar las leyes. 

c) Regular aquellas materias que la Constitución o los Estatutos de Autonomía reconocen de 
la competencia de las Cortes Generales o de las Asambleas Legislativas de las 
Comunidades Autónomas. 

d) Todas son correctas. 

26. Respecto a la iniciativa legislativa: Con respecto a la regulación dispuesta en el 
artículo 82  de la Constitución Española relativo a los Decretos Legislativos: 

a) La delegación legislativa deberá otorgarse mediante una ley ordinaria cuando su objeto 
sea la formación de textos articulados o por una ley de bases cuando se trate de refundir 
varios textos legales en uno solo. 

b) Las Cortes Generales podrán delegar en el Gobierno la potestad de dictar normas con 
rango de ley incluida la regulación de las posibles formas de colaboración financiera entre 
las Comunidades Autónomas y el Estado. 

c) La delegación legislativa habrá de otorgarse al Gobierno de forma expresa para materia 
concreta y con fijación del plazo para su ejercicio. La delegación se agota por el uso que 
de ella haga el Gobierno mediante la publicación de la norma correspondiente. 

d) La delegación legislativa deberá otorgarse mediante una ley orgánica cuando su objeto sea 
la formación de textos articulados o por una ley de bases cuando se trate de refundir varios 
textos legales en uno solo. 

27. En relación a las fuentes del Derecho y conforme al artículo 1 del Código Civil señale 
cuál de las siguientes afirmaciones es correcta: 

a) Las fuentes del ordenamiento jurídico español son la ley, la jurisprudencia, costumbre y los 
principios generales del derecho. 

b) La costumbre siempre regirá excepto cuando sea contraria a la moral o al orden público, y 
que resulte probada. 

c) Los jueces determinarán si una disposición que contradiga a otra de rango superior puede 
ser aplicada. 

d) Los principios generales del derecho se aplicarán en defecto de ley o costumbre, sin 
perjuicio de su carácter informador del ordenamiento jurídico. 

28. Según el artículo 3 de Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva 
de mujeres y hombres, el principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone 
expresamente: 

a) La ausencia de toda discriminación, aunque sea indirecta. 

b) La posibilidad de realizar las mismas funciones las mujeres y los hombres. 

c) La ausencia de toda discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo, y, 
especialmente, las derivadas de la asunción de obligaciones familiares y el estado civil. 

d) La ausencia de toda discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo, y especialmente, 
las derivadas de la maternidad, la asunción de obligaciones familiares y el estado civil. 

29. Según el artículo 94 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, el autor de un escrito de inicio 
de un procedimiento administrativo y que, antes de finalizar el mismo, quiera desistir de 
su solicitud podrá hacerlo: 

a) Solo por escrito, dirigido al órgano competente. 

b) Solo por comparecencia personal ante el instructor. 



c) Por cualquier medio que permita su constancia. 

d) No puede desistir. Iniciado el procedimiento, debe continuar necesariamente. 

30. Según el artículo 35 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, serán motivados con sucinta 
referencia de hechos y fundamentos de derechos: 

a) Los actos que reconozcan derechos subjetivos o intereses legítimos. 

b) Los acuerdos de aplicación de la tramitación de urgencia, de ampliación de plazos y de 
realización de actuaciones complementarias. 

c) Los actos que acepten pruebas propuestas por los interesados. 

d) Los actos que se dicten según el criterio seguido en actuaciones precedentes. 

31. Según el artículo 18 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público en un órgano colegiado las actas se aprueban: 

a) En la misma sesión. 

b) En la sesión siguiente. 

c) Las actas extendidas por el Secretario no precisan de otra aprobación. 

d) En la misma sesión o en la siguiente. 

32. Según el artículo 107 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas,  La declaración de lesividad no 
podrá adoptarse una vez transcurrido: 

a) 6 meses desde que se dictó el acto administrativo. 

b) 1 año desde que se dictó el acto administrativo. 

c) 2 años desde que se dictó el acto administrativo. 

d) 4 años desde que se dictó el acto administrativo. 

33. De conformidad con el artículo 1.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Ley de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, los Juzgados y Tribunales del orden 
contencioso-administrativo conocerán de las pretensiones que se deduzcan en relación: 

a) Únicamente con los actos de las Administraciones públicas sujeta al Derecho 
Administrativo. 

b) Con la actuación de las Administraciones públicas sujeta al Derecho Administrativo, con 
las disposiciones generales de rango inferior a la Ley y con las disposiciones legales de las 
Comunidades Autónomas. 

c) Con la actuación de las Administraciones públicas sujeta al Derecho Administrativo, con 
las disposiciones generales de rango inferior a la Ley y con los Decretos legislativos cuando 
excedan los límites de la delegación. 

d) Todas las anteriores son incorrectas. 

34. De conformidad con el artículo 19 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Ley de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, están legitimados, entre otros,  ante 
el orden jurisdiccional contencioso-administrativo: 

a) Las personas físicas o jurídicas en interés de la legalidad. 

b) Cualquier ciudadano, en ejercicio de la acción popular, en los casos expresamente 
previstos por las Leyes. 

c) Cualquier ciudadano siempre que actúe en beneficio del interés general. 

d) Todas las respuestas anteriores son incorrectas. 

35. De acuerdo con el artículo 118 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público, se consideran contratos menores los contratos de obras cuyo  valor 
estimado  sea inferior a: 



a) 20.000 €. 

b) 40.000 €. 

c) 5.000€. 

d) 60.000€. 

36. De conformidad con el artículo 39 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, cuál de las siguientes afirmaciones es correcta: 

a) Prescribirá a los cuatro años el derecho de la Administración a reconocer o liquidar el 
reintegro de las subvenciones computándose este plazo, desde el momento en que venció 
el plazo para presentar la justificación por parte del beneficiario o entidad colaboradora. 

b) Prescribirá a los seis años el derecho de la Administración a reconocer o liquidar el 
reintegro de las subvenciones computándose este plazo, desde el momento en que venció 
el plazo para presentar la justificación por parte del beneficiario o entidad colaboradora. 

c) Prescribirá a los cuatro años el derecho de la Administración a reconocer o liquidar el 
reintegro de las subvenciones computándose este plazo, desde el momento de publicación 
de la convocatoria. 

d) Prescribirá al año el derecho de la Administración a reconocer o liquidar el reintegro de las 
subvenciones computándose este plazo, desde el momento en que venció el plazo para 
presentar la justificación por parte del beneficiario o entidad colaboradora. 

37. En nuestro sistema de fuentes los Decretos Legislativos son según el artículo 82 de 
la Constitución española de 1978: 

a) Disposiciones legislativas que cubren supuestos de urgente necesidad.   

b) Normas con fuerza de ley dictadas por el Gobierno.    

c) Disposiciones legislativas provisionales.    

d) Todas son correctas. 

38. De conformidad con el artículo 42 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones: 

a) El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de reintegro de 
subvenciones será de 6 meses desde la fecha del acuerdo de iniciación.  

b) El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de reintegro de 
subvenciones será de 3 meses desde la fecha del acuerdo de iniciación.  

c) El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de reintegro de 
subvenciones será de 12 meses desde la fecha de la denuncia.  

d) El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de reintegro de 
subvenciones será de 12 meses desde la fecha del acuerdo de iniciación.  

39. De conformidad con el artículo 33 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de 
Castilla y León, ¿Cuál de las siguientes afirmaciones es correcta?: 

a) Los instrumentos de planeamiento general tienen como objeto establecer la ordenación 
general, sin perjuicio de que también puedan establecer la ordenación detallada. 

b) Los instrumentos de planeamiento general tienen como objeto establecer la ordenación 
general, sin que puedan establecer   en ningún caso la ordenación detallada. 

c) Los Estudios de Detalle y los Planes Generales de Ordenación Urbana son instrumentos 
de planeamiento general. 

d) Los Estudios de Detalle son de aplicación en suelo rústico. 

40. De conformidad con el artículo 97 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de 
Castilla y León, requieren la obtención de licencia urbanística: 

a) La demolición de construcciones e instalaciones, salvo en caso de ruina inminente. 

b) Los actos amparados por órdenes de ejecución. 



c) Los actos definidos en proyectos de contenido más amplio previamente aprobados o 
autorizados. 

d) Todas las respuestas anteriores son correctas. 

41. De conformidad con el artículo 115 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de 
Castilla y León, constituye infracción urbanística muy grave: 

a) Las acciones u omisiones que impidan o dificulten la inspección urbanística. 

b) El incumplimiento de las normas sobre publicidad privada en materia de urbanismo. 

c) La demolición de inmuebles catalogados en el planeamiento urbanístico. 

d) La realización de parcelaciones urbanísticas en suelo rústico en todo caso. 

42. La clasificación del suelo, tal y como dispone el art. 10.2 de la Ley 5/1999, de 8 de 
abril, de Urbanismo de Castilla y León, se regirá: 

a) Únicamente por la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana. 

b) Únicamente por los instrumentos de planeamiento general del territorio 

c) Únicamente por los instrumentos de desarrollo del territorio 

d) Por los instrumentos de planeamiento general o por los instrumentos de ordenación del 
territorio habilitados para ello en su legislación específica. 

43. Se considera suelo urbano consolidado, según lo dispuesto en el art. 12.1.a) de la 
Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León:  

a) El constituido por solares cuyas actuaciones estén previstas en un instrumento de 
ordenación del territorio. 

b) Los constituidos por los solares y demás terrenos aptos para su uso inmediato conforme a 
las determinaciones del planeamiento urbanístico, así como los terrenos que puedan 
alcanzar dicha aptitud mediante actuaciones aisladas. 

c) Los constituidos por terrenos urbanos en los que sean precisas actuaciones de 
urbanización, reforma interior, u obtención de dotaciones urbanísticas, que deban ser 
objeto de equidistribución o reparcelación. 

d) Los constituidos por terrenos urbanos donde se prevea una ordenación sustancialmente 
diferente de la vigente. 

44. Las entidades públicas empresariales locales, conforme a los artículos 85 y 85 bis 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local se caracterizan 
por: 

a) Ser una forma de gestión indirecta de los servicios públicos locales, sometida parcialmente 
al Derecho Público. 

b) Contar sólo con personal funcionario. 

c) No poder estar adscritas a un Organismo Autónomo Local, sino sólo a una Concejalía. 

d) Sus estatutos deben determinar órganos a los que se confiera el ejercicio de las potestades 
administrativas. 

45. Pueden impugnar los actos y acuerdos de las entidades locales que incurran en 
infracción del ordenamiento jurídico, según el art. 63.1.b) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases de Régimen Local, los miembros de las corporaciones que: 

a) Se hayan abstenido en la votación del acuerdo que se pretende impugnar. 

b) Hayan votado en contra del acuerdo que se pretende impugnar. 

c) No hayan asistido a la sesión en la que se acordó el acto que se pretende impugnar 

d) Cualquiera de sus miembros en cualquier situación 

46. No tienen naturaleza orgánica a tenor del artículo 123 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases de Régimen Local, los Reglamentos que apruebe el 
Ayuntamiento de Valladolid y que tengan por objeto: 



a) La regulación del Consejo Social de la ciudad. 

b) La regulación de los procedimientos de participación ciudadana. 

c) La regulación del órgano para la resolución de las reclamaciones económico-
administrativas. 

d) La regulación de los recursos propios de carácter tributario. 

47. Señalar la respuesta correcta. Las Mancomunidades de municipios, de acuerdo con 
el artículo 4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local:  

a) Carecen de potestades administrativas. 

b) Sólo pueden ostentar potestades administrativas si existe previsión expresa en sus 
estatutos. 

c) En defecto de previsión estatutaria, les corresponderán las mismas potestades que a los 
municipios, las provincias y las islas, siempre que sean precisas para el cumplimiento de 
su finalidad. 

d) Pueden ejercer potestades administrativas con autorización de la Comunidad Autónoma.  

48. La sociedad mercantil local AUVASA se rige, al amparo del artículo 85.ter de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local: 

a) Por las normas de derecho público. 

b) Por el ordenamiento jurídico privado. 

c) Por el ordenamiento jurídico privado salvo las materias en que les sea de aplicación la 
normativa presupuestaria, contable, de control financiero, de control de eficacia y 
contratación. 

d) Por normas de derecho público, salvo las materias en que les sea de aplicación la 
normativa presupuestaria, contable, de control financiero, de control de eficacia y 
contratación. 

49. Al amparo del artículo 26 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de 
Régimen Local, disponer de servicio de prevención y extinción de incendios es un 
servicio obligatorio en municipios con población superior a: 

a) 5.000 habitantes. 

b) 20.000 habitantes. 

c) 50.000 habitantes. 

d) En todos los municipios  

50. De acuerdo con el artículo 20 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases 
de Régimen Local, no es un órgano de existencia necesaria en todos los municipios: 

a) La Junta de Gobierno. 

b) Los tenientes de alcalde. 

c) El alcalde. 

d) El pleno 

51. Conforme a la Disposición Adicional Duodécima de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases de Régimen Local ¿cuál es el número máximo de miembros del 
consejo de administración y órganos superiores de gobierno o administración de las 
entidades clasificadas en el grupo 1? 

a) 12 Miembros. 

b)  15 Miembros. 

c) 13 Miembros 

d) 9 Miembros. 



52. De conformidad con el artículo 51 del Reglamento Orgánico del Ayuntamiento de 
Valladolid de 28 de noviembre de 2019, ¿Cuál es el número máximo de sesiones 
extraordinarias del Pleno que un Concejal puede solicitar anualmente?: 

a) Tres 

b) Cuatro 

c) Dos 

d) No existe un número limitado de sesiones extraordinarias que un concejal puede solicitar. 

53. Según el art. 13 de la Ley 7/1985, de 2  de abril, Reguladora de las Bases de Régimen 
Local, la creación o supresión de municipios, así como la alteración de términos 
municipales se regularán por: 

a) La legislación estatal en materia de régimen local, sin que la alteración de términos 
municipales pueda suponer, en ningún caso, modificación de los límites provinciales. 

b) La legislación estatal supletoria en materia de régimen local, sin que la alteración de 
términos municipales pueda suponer, en ningún caso, modificación de los límites 
provinciales. 

c) La legislación de las Comunidades Autónomas sobre régimen local, pudiendo suponer solo 
en casos justificados, esta alteración de términos municipales, modificación de los límites 
provinciales. 

d) La legislación de las Comunidades Autónomas sobre régimen local, sin que la alteración 
de términos municipales pueda suponer, en ningún caso, modificación de los límites 
provinciales. 

54. De conformidad con el art. 16 de la Ley 7/1985, de 2  de abril, Reguladora de las Bases 
de Régimen Local,  las certificaciones de los datos del Padrón que se expidan: 

a) No tendrán carácter de documento público pero pueden tener efectos administrativos. 

b) No tendrán carácter de documento público pero pueden ser acreditativos de la residencia. 

c) Tendrán carácter de documento público y fehaciente para todos los efectos administrativos. 

d) Ninguna de las anteriores es cierta. 

55. Según establece el art. 123.1 j) de la Ley 7/1985, de 2  de abril, Reguladora de las 
Bases de Régimen Local, corresponde al Pleno: 

a) La transferencia de funciones o actividades a otras Administraciones Públicas, así como la 
aceptación de las delegaciones o encomiendas de gestión realizadas por otras 
Administraciones, salvo que por Ley se impongan obligatoriamente. 

b) Únicamente La transferencia de funciones o actividades a la Administración autonómica 
correspondiente, así como la aceptación de las delegaciones o encomiendas de gestión 
realizadas por estas Administraciones, salvo que por Ley se imponga obligatoriamente. 

c) Únicamente la transferencia de funciones o actividades a otra Administración Local, así 
como la aceptación de las delegaciones o encomiendas de gestión realizadas por estas 
Administraciones, salvo que por Ley se imponga obligatoriamente. 

d) La transferencia de funciones o actividades a otras Administraciones Públicas, así como la 
aceptación de las delegaciones o encomiendas de gestión realizadas por otras 
Administraciones, solo cuando por Ley se imponga obligatoriamente. 

56. De acuerdo a lo regulado en el art. 123.1 m) de la Ley 7/1985, de 2  de abril, Reguladora 
de las Bases de Régimen Local, corresponde al Pleno: 

a) La concertación de las operaciones de crédito cuya cuantía acumulada, dentro de cada 
ejercicio económico, exceda del 10 por ciento de los recursos ordinarios del Presupuesto, 
salvo las de tesorería, que le corresponderán cuando el importe acumulado de las 
operaciones vivas en cada momento supere el 15 por ciento de los ingresos corrientes 
liquidados en el ejercicio anterior, todo ello de conformidad con lo dispuesto en la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales. 



b) El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas y la defensa jurídica del Pleno en 
las materias de su competencia. 

c) El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas y la defensa jurídica del 
Ayuntamiento en todas las materias. 

d) La concertación de las operaciones de crédito cuya cuantía acumulada, dentro de cada 
ejercicio económico, exceda del 10 por ciento de los recursos ordinarios del Presupuesto, 
salvo las de tesorería, que le corresponderán cuando el importe acumulado de las 
operaciones vivas en cada momento supere el 10 por ciento de los ingresos corrientes 
liquidados en el ejercicio anterior, todo ello de conformidad con lo dispuesto en la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales. 

57. Conforme establece el art. 127.1c) de la Ley 7/1985, de 2  de abril, Reguladora de las 
Bases de Régimen Local, corresponde a la Junta de Gobierno Local: 

a) La aprobación inicial de los instrumentos de ordenación urbanística cuya aprobación 
definitiva o provisional corresponda al Pleno. 

b) La aprobación provisional de los instrumentos de ordenación urbanística cuya aprobación 
definitiva corresponda al Pleno. 

c) La aprobación de los proyectos de instrumentos de ordenación urbanística cuya aprobación 
definitiva o provisional corresponda al Pleno.   

d) Ninguna de las anteriores es correcta. 

58. El art. 42 de la Ley 7/1985, de 2  de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, 
dispone que se podrán crear en su territorio Comarcas u otras Entidades que agrupen 
varios Municipios, cuyas características determinen intereses comunes precisados de 
una gestión propia o demanden la prestación de servicios de dicho ámbito, por las 
siguientes Administraciones: 

a) Las Comunidades Autónomas, de acuerdo con lo dispuesto en sus respectivos Estatutos. 

b) Las Entidades Locales, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación de régimen local. 

c) Las Comunidades Autónomas, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación estatal. 

d) El Estado, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación básica estatal de régimen local. 

59. El art. 44.5 de la Ley 7/1985, de 2  de abril, Reguladora de las Bases de Régimen 
Local, dispone que: 

a) No podrán integrarse en la misma mancomunidad municipios pertenecientes a distintas 
comunidades autónomas, en ningún caso. 

b) Únicamente podrán integrarse en la misma mancomunidad municipios pertenecientes a la 
misma provincia y siempre que lo permita su normativa 

c) Podrán integrarse en la misma mancomunidad municipios pertenecientes a distintas 
comunidades autónomas, siempre que lo permitan las normativas de las comunidades 
autónomas afectadas. 

d) Podrán integrarse en la misma mancomunidad municipios pertenecientes a distintas 
comunidades autónomas, solo cuando lo permita la legislación estatal específica. 

60. En función del art. 126.4 de la Ley 7/1985, de 2  de abril, Reguladora de las Bases de 
Régimen Local, la Secretaría de la Junta de Gobierno corresponderá a: 

a) Quien ostente el puesto de Secretario General del Ayuntamiento que corresponda, quien 
redactará las actas de las sesiones y certificará sobre sus acuerdos. 

b) Quien le corresponda la Secretaría del Pleno de la correspondiente entidad, quien 
redactará las actas de las sesiones y certificará sobre sus acuerdos. 

c) Uno de sus miembros que reúna la condición de concejal, designado por el Alcalde, quien 
redactará las actas de las sesiones y certificará sobre sus acuerdos. 

d) Todas las anteriores son correctas. 



61. De acuerdo el artículo 21 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora del las Bases del 
Régimen Local, la competencia para aprobar la oferta de empleo público de un 
ayuntamiento de acuerdo con el presupuesto corresponde: 

a) El Pleno de la Corporación. 

b) Al Alcalde. 

c) A la Junta de Gobierno Local. 

d) A la Junta de Gobierno. 

62. Según el artículo 107 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del 
Régimen Local, cuándo comenzarán a aplicarse las ordenanzas fiscales reguladoras de 
los tributos locales: 

a) En el momento de su aprobación en el Pleno de la entidad local. 

b) En el momento de su aprobación por el Presidente de la Corporación Local. 

c) En el momento de su publicación definitiva en el Boletín Oficial de la Provincia o, en su 
caso, de la Comunidad Autónoma uniprovincial. 

d) En el momento de su publicación definitiva en el Boletín Oficial de la Provincia o, en su 
caso, de la Comunidad Autónoma uniprovincial, salvo que en las mismas se señale otra 
fecha. 

63. De acuerdo con el artículo 3 del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, cuál 
de las siguientes afirmaciones es correcta: 

a) Mediante convenio colectivo o pacto individual, el trabajador podrá renunciar a los derechos 
reconocidos en dicha ley en los casos y con los requisitos establecidos en la misma. 

b) Sólo mediante convenio colectivo sectorial podrá establecerse válidamente la renuncia a 
los derechos reconocidos en dicha ley. 

c) El trabajador podrá renunciar a los derechos reconocidos en dicha ley si existe previsión al 
efecto en el convenio colectivo que resulte de aplicación. 

d) Será nulo todo pacto, individual o colectivo, por el cual el trabajador renuncie a los derechos 
que le confiere dicha ley. 

64. El Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, en su artículo 156  establece que, no 
se considerará accidente de trabajo:  

a) El que se produzca al ir o volver del lugar de trabajo. 

b) El que sea debido a dolo del propio trabajador. 

c) El que sea consecuencia de imprudencia profesional del trabajador. 

d) El que sufra el trabajador con ocasión o como consecuencia del desempeño de cargos 
electivos de carácter sindical. 

65. De conformidad con el artículo 55 del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, la obligación de reintegro del importe de las prestaciones indebidamente 
percibidas prescribirá:  

a) A los ocho años, contados a partir de la fecha de su cobro, o desde que fue posible ejercitar 
la acción para exigir su devolución, con independencia de la causa que originó la 
percepción indebida, incluidos los supuestos de revisión de las prestaciones por error 
imputable a la entidad gestora. 

b) Por el transcurso de un año, contado a partir de la fecha de su cobro, o desde que fue 
posible ejercitar la acción para exigir su devolución. 

c) A los cuatro años, contados a partir de la fecha de su cobro, o desde que fue posible 
ejercitar la acción para exigir su devolución, con independencia de la causa que originó la 



percepción indebida, incluidos los supuestos de revisión de las prestaciones por error 
imputable a la entidad gestora. 

d) Todas las anteriores son falsas. 

66. El art. 44.5 de la Ley 7/1985, de 2  de abril, Reguladora de las Bases de Régimen 
Local, dispone que: 

a) No podrán integrarse en la misma mancomunidad municipios pertenecientes a distintas 
comunidades autónomas, en ningún caso. 

b) Únicamente podrán integrarse en la misma mancomunidad municipios pertenecientes a la 
misma provincia y siempre que lo permita su normativa 

c) Podrán integrarse en la misma mancomunidad municipios pertenecientes a distintas 
comunidades autónomas, siempre que lo permitan las normativas de las comunidades 
autónomas afectadas. 

d) Podrán integrarse en la misma mancomunidad municipios pertenecientes a distintas 
comunidades autónomas, solo cuando lo permita la legislación estatal específica. 

67. Según el artículo 20.4 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público la 
continuidad en un puesto de trabajo obtenido por concurso quedará vinculada a la 
evaluación del desempeño de acuerdo con los sistemas de evaluación que cada 
Administración Pública determine, dándose audiencia al interesado, y por la 
correspondiente resolución motivada: 

a) Es falso, sólo se vincula a la evaluación del desempeño la provisión de puestos limitados 
a personal de ámbitos que se determinen. 

b) Es falso, la continuidad depende de otros factores no de la evaluación del desempeño 

c) Es verdadero 

d) Es verdadero, pero esta disposición no aplica a los entes locales, ya que éstos se rigen por 
la ley reguladora de las bases del régimen local y no por el Estatuto Básico 

68. El artículo 8 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público establece 
que los empleados públicos se clasifican en: 

a) Funcionarios de carrera, funcionarios interinos, personal laboral, ya sea fijo, por tiempo 
indefinido o temporal, y personal eventual. 

b) Funcionarios de carrera, funcionarios interinos y personal eventual. 

c) Funcionarios de carrera, funcionarios interinos, personal laboral, por tiempo indefinido o 
temporal,  y personal eventual. 

d) El artículo 8 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público no es 
el precepto que establece la clasificación de los empleados públicos. 

69. De acuerdo con el artículo 150.4 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, 
por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en 
materia de Régimen Local, la tramitación de los expedientes disciplinarios a los 
funcionarios de la Administración local: 

a) Se ajustará a lo que establezca el Reglamento disciplinario de los funcionarios de la 
Administración Civil del Estado y supletoriamente por la legislación de la Comunidad 
Autónoma respectiva. 

b) Se ajustará a lo que establezca la legislación que establezca la propia Entidad Local y 
supletoriamente el Reglamento disciplinario de los funcionarios de la Administración Civil 
del Estado. 

c) Se ajustará a lo que establezca el Reglamento disciplinario de los funcionarios de propia 
entidad local y supletoriamente por la legislación de la Comunidad Autónoma respectiva. 



d) Se ajustará a lo que establezca la legislación de la Comunidad Autónoma respectiva y 
supletoriamente el Reglamento disciplinario de los funcionarios de la Administración Civil 
del Estado. 

70. Según el artículo 33 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, la negociación 
colectiva de las condiciones de trabajo de los funcionarios públicos: 

a) Estará sujeta a los principios de legalidad, cobertura presupuestaria, obligatoriedad, buena 
fe negocial, publicidad y transparencia. 

b) Estará sujeta a los principios de legalidad, proporcionalidad, obligatoriedad, solidaridad, 
publicidad y transparencia. 

c) Estará sujeta a los principios de legalidad, cobertura presupuestaria, voluntariedad y 
secreto. 

d) Estará sujeta a los principios de igualdad, mérito, capacidad, obligatoriedad y 
transparencia. 

71. Según lo establecido en el artículo 87 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto 
Básico del Empleado Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 
octubre, los funcionarios de carrera pasan a situación de servicios especiales:  

a) Cuando sean autorizados para realizar una misión por periodo determinado inferior a seis 
meses en organismos internacionales, gobiernos o entidades públicas extranjeras o en 
programas de cooperación internacional. 

b) Cuando sean autorizados para realizar una misión por periodo determinado superior a seis 
meses en organismos internacionales, gobiernos o entidades públicas extranjeras o en 
programas de cooperación internacional. 

c) Cuando sean autorizados para realizar una misión por periodo determinado superior a tres 
meses en organismos internacionales, gobiernos o entidades públicas extranjeras o en 
programas de cooperación internacional. 

d) Cuando sean autorizados para realizar una misión por periodo indeterminado o 
determinado superior a dos meses en organismos internacionales, gobiernos o entidades 
públicas extranjeras o en programas de cooperación internacional. 

72. Según el artículo 31 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, a los efectos de 
esta ley, el derecho de participación institucional de los empleados públicos para la 
determinación de sus condiciones de trabajo es: 

a) El derecho a negociar la determinación de condiciones de trabajo de los empleados de la 
Administración. 

b) La facultad de elegir representantes y constituir órganos unitarios a través de los cuales se 
instrumente la interlocución entre las Administraciones Públicas y sus empleados. 

c) El derecho a participar, a través de las organizaciones sindicales, en los órganos de control 
y seguimiento de las entidades u organismos que legalmente se determine. 

d) El derecho a participar y formar parte de las Mesas de Negociación para determinar las 
condiciones de trabajo. 

73. Según el artículo 94.3 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, cuando de la 
instrucción de un procedimiento disciplinario resulte la existencia de indicios fundados 
de criminalidad, se suspenderá su tramitación poniéndolo en conocimiento de: 

a) El Ministerio Fiscal. 

b) Los Tribunales. 

c) El Procurador del Común. 

d) Del órgano que designó al instructor del expediente. 



74. Cuál de los siguientes principios NO contempla el artículo 94 del Real Decreto 
Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
del Estatuto Básico del Empleado Público, a la hora de ejercer la potestad disciplinaria 
por parte de las Administraciones Públicas: 

a) Principio de presunción de inocencia 

b) Principio de igualdad. 

c) Principio de proporcionalidad. 

d) Principio de culpabilidad. 

75. ¿Cuál de los siguientes no es un órgano directivo municipal según el artículo 130 de 
la ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local? 

a) Los coordinadores generales de área 

b) Los miembros de la Junta de Gobierno 

c) El titular del órgano de apoyo a la Junta de Gobierno Local. 

d) El interventor general municipal 

76. ¿Cuáles de los siguientes no es un principio ético de los empleados público,  de 
acuerdo con el artículo 53 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público? 

a) No aceptarán ningún trato de favor o situación que implique privilegio o ventaja injustificada, 
por parte de personas físicas o entidades privadas. 

b) No contraerán obligaciones económicas ni intervendrán en operaciones financieras, 
obligaciones patrimoniales o negocios jurídicos con personas o entidades cuando pueda 
suponer un conflicto de intereses con las obligaciones de su puesto público. 

c) Observarán las normas sobre seguridad y salud laboral. 

d) No influirán en la agilización o resolución de trámite o procedimiento administrativo sin justa 
causa y en ningún caso, cuando ello comporte un privilegio en beneficio de los titulares de 
los cargos públicos o su entorno familiar y social inmediato o cuando suponga un 
menoscabo de los intereses de terceros. 

77. De conformidad con el artículo 88 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del 
Empleado Público, los funcionarios de carrera que, en virtud de los procesos de 
transferencias o por los procedimientos de provisión de puestos de trabajo, obtengan 
destino en una Administración Pública distinta: 

a) Serán declarados en la situación de servicios especiales. 

b) Serán declarados en la situación de excedencia por prestación de servicios en el sector 
público. 

c) Continuarán en situación de servicio activo en su Administración de procedencia. 

d) Serán declarados en la situación de servicio en otras Administraciones Públicas. 

78. De conformidad con el artículo 97 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del 
Empleado Público, en relación al régimen disciplinario, cuál de las siguientes 
afirmaciones es correcta: 

a) Las infracciones muy graves prescribirán a los dos años. 

b) Las infracciones leves prescribirán a los tres meses. 

c) Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años. 

d) Las infracciones graves prescribirán al año.   

79. De conformidad con el artículo 95 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del 
Empleado Público, constituye falta muy grave: 



a) El incumplimiento de cualesquiera normas en materia de incompatibilidades. 

b) La tercera falta injustificada de asistencia al trabajo en un periodo de tres meses. 

c) El incumplimiento de la obligación de atender los servicios esenciales en caso de huelga. 

d) La grave falta de consideración con el ciudadano dentro del servicio encomendado. 

80. El art. 28 del Real Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo por el que se aprueba el 
Texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales Dice Constituye el hecho 
imponible…  la obtención por el sujeto pasivo de un beneficio o de un aumento de valor 
de sus bienes como consecuencia de la realización de obras públicas o del 
establecimiento o ampliación de servicios públicos, de carácter local, por las entidades 
respectivas. ¿A qué se refiere? 

a) Tasas. 

b) Impuestos. 

c) Contribuciones Especiales. 

d) Las tres respuestas anteriores son correctas. 

81. El art. 23  del Real Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo por el que se aprueba 
sujetos pasivos de las tasas, en concepto de contribuyentes, las personas físicas y 
jurídicas así como las entidades el Texto refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, dice: son a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria: 

a) Que disfruten, utilicen o aprovechen especialmente el dominio público local en beneficio 
particular, conforme a alguno de los supuestos previstos en el artículo 20.3 de esta ley. 

b) Que soliciten o resulten beneficiadas o afectadas por los servicios o actividades locales 
que presten o realicen las entidades locales, conforme a alguno de los supuestos previstos 
en el artículo 20.4 de esta ley. 

c) Las respuestas a) y b) son correctas. 

d) Ninguna respuesta es correcta. 

82. Señale la respuesta incorrecta. De acuerdo con los art. 20 y 21  del Real Decreto 
Legislativo 2/2004 de 5 de marzo por el que se aprueba el Texto refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales, dice:  las Entidades Locales podrán establecer 
tasas por cualquier supuesto de utilización privativa o aprovechamiento especial del 
dominio público local, y en particular por los siguientes: 

a) Ocupación del subsuelo de terrenos de uso público local. 

b) Entradas de vehículos a través de las aceras y reservas de vía pública para aparcamiento 
exclusivo, parada de vehículos, carga y descarga de mercancías de cualquier clase. 

c) Instalación de quioscos en la vía pública. 

d) Alumbrado de vías públicas. 

83. El art. 30 de las Bases de Ejecución del Presupuesto del Ayuntamiento de Valladolid 
para 2021, en cuanto a Ordenación de pagos, dice: La competencia de la ordenación de 
pagos corresponde: 

a) Al Presidente de la Entidad. 

b) Al Interventor. 

c) Al Tesorero. 

d) Todas son correctas. 

84. Según el Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen 
jurídico del control interno en las entidades del Sector Público Local, las formas de 
ejercicio son: 

a) El control financiero de la actividad económico-financiera del sector público local se 
ejercerá mediante el ejercicio del control de alcaldía. 



b) El control financiero de la actividad económico-financiera del sector público local se 
ejercerá mediante el ejercicio del control de de la legalidad de los tributos. 

c) Las respuestas a) y b) son correctas 

d) El control financiero de la actividad económico-financiera del sector público local se 
ejercerá mediante el ejercicio del control permanente y la auditoría pública. 

85. De las siguientes afirmaciones, señala la verdadera: El art. 4 de las Bases de 
ejecución del Presupuesto del Ayuntamiento de Valladolid para 2021, en cuanto a la 
autorización de gastos: 

a) La fase A de autorización del gasto inicia la ejecución presupuestaria y contable del gasto. 

b) La fase A de autorización del gasto se produce en la ordenación del pago. 

c) La fase A de autorización del gasto se inicia al cobrar una deuda tributaria. 

d) La fase A de autorización del gasto se produce en el momento del reconocimiento de la 
obligación. 

86. Señale la respuesta incorrecta. En el art. 23 de las Bases de ejecución del 
Presupuesto del Ayuntamiento de Valladolid para 2021, en cuanto a tramitación de las 
propuestas de gastos, los órganos de aprobación serán:        

a) Ayuntamiento Pleno. 

b) Junta de Gobierno. 

c) Alcalde. 

d) Director de Área. 

87. De acuerdo con el art. 181  del Real Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo por el 
que se aprueba el Texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales,, 
podrán generar crédito en los estados de gastos de los presupuestos , en la forma que 
reglamentariamente se establezca, los ingresos de naturaleza tributaria derivados de las 
siguientes operaciones: 

a) Aportaciones o compromisos firmes de aportación de personas físicas o jurídicas para 
financiar, juntamente  con la entidad local o con alguno de sus organismos autónomos, 
gastos que por su naturaleza estén comprendidos en sus fines u objetivos. 

b) Los créditos por operaciones de capital. 

c) Las bajas por anulación de créditos. 

d) Los tres puntos anteriores son correctos. 

88. Señale la respuesta incorrecta. El art. 4 de las Bases de ejecución del Presupuesto 
del Ayuntamiento de Valladolid para 2021, dice:  Los créditos consignados en los 
Estados de Gastos se presentan con el siguiente detalle:  

a) Clasificación por programas. 

b) Clasificación económica al nivel de concepto o subconcepto. 

c) Clasificación por control de gastos. 

d) Clasificación orgánica al nivel de área. 

89. En el art. 164  del Real Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo por el que se aprueba 
el Texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, las entidades locales 
elaborarán y aprobarán anualmente un presupuesto general en el que se integrarán: 

a) El Presupuesto de la propia entidad. 

b) Los de los organismos autónomos dependientes de esta. 

c) Los estados de previsión de gastos e ingresos de las sociedades mercantiles cuyo capital 
social pertenezca íntegramente a la entidad local. 

d) Los tres puntos anteriores son correctos. 



90. De acuerdo con el art. 191  del Real Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo por el 
que se aprueba el Texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, las 
entidades locales deberán confeccionar la liquidación de su presupuesto antes del día: 

a) 31 de diciembre del ejercicio corriente. 

b) 1 de marzo del ejercicio siguiente. 

c) 30 de junio del ejercicio siguiente. 

d) 31 de diciembre del ejercicio siguiente. 

91. De acuerdo con el art. 2  del Real Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo por el que 
se aprueba el Texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, la 
hacienda de las entidades locales estará constituida por los siguientes recursos: 

a) Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de derecho privado. 

b) El producto de las operaciones de crédito. 

c) Las subvenciones. 

d) Las tres respuestas anteriores son correctas 

92. De acuerdo con el art. 162  del Real Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo por el 
que se aprueba el Texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, los 
presupuestos generales de las entidades locales constituyen la expresión cifrada, 
conjunta y sistemática de obligaciones y derechos. Respecto a los derechos son: 

a) Límite cualitativo. 

b) Una previsión. 

c) Cálculo aproximado. 

d) Las respuestas a) y b) son correctas. 

93. De acuerdo con el art. 223  del Real Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo por el 
que se aprueba el Texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales,  las 
entidades locales y de todos los organismos y sociedades de ellas rendirán al Tribunal 
de Cuentas, la cuenta general: 

a) Antes del día 15 de octubre. 

b) Antes del 31 de marzo.  

c) Durante el ejercicio presupuestario siguiente. 

d) Ninguna es correcta. 

94. Respecto al Impuesto sobre actividades económicas y de acuerdo con lo dispuesto 
en el art. 91 del Real Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo por el que se aprueba el 
Texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, corresponde a la 
Administración tributaría del Estado: 

a) La concesión y denegación de exenciones y bonificaciones. 

b) La formación de la matrícula del Impuesto, la calificación de de las actividades económicas, 
el señalamiento de las cuotas correspondientes y, en general, la gestión censal del tributo. 

c) La realización de liquidaciones conducentes a la determinación de las deudas tributarias. 

d) La resolución de los expedientes de devolución de ingresos indebidos. 

95. La base liquidable del Impuesto sobre bienes inmuebles que viene regulada en el art. 
66 del Real Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo por el que se aprueba el Texto 
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, está constituida por:  

a) Los valores catastrales del suelo y de la construcción. 

b) El resultado de aplicar a la base imponible la reducción establecida en el art. 67 del Texto 
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. 

c) Los valores catastrales asignados por el Catastro Inmobiliario. 



d) El resultado de aplicara al valor de la construcción la reducción establecida en el art. 67 de 
del Texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. 

96. Entre todos los supuestos que se relacionan, indicar cuál no constituye hecho 
imponible del Impuesto sobre bienes inmuebles (art. 61 Real Decreto Legislativo 2/2004 
de 5 de marzo por el que se aprueba el Texto refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales): 

a) Titularidad de una concesión administrativa sobre los bienes inmuebles o sobre los 
servicios públicos a que se hallen afectos. 

b) Titularidad de un derecho real de usufructo. 

c) Titularidad de un derecho de arrendamiento sobre bienes inmuebles. 

d) Titularidad de un derecho real de superficie 

97. El art. 97 del Real Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo por el que se aprueba el 
Texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, en cuanto al Impuesto 
sobre Vehículos de Tracción Mecánica dice, la gestión, liquidación, inspección y 
recaudación, así como la revisión de los actos dictados en vía de gestión tributaria 
corresponde al ayuntamiento del domicilio:  

a) En el que haya figurado el vehículo durante más tiempo en el año a que se refiere. 

b) Que conste en el permiso de circulación del vehículo a fecha 1 de enero. 

c) Donde el sujeto pasivo figure empadronado a fecha 1 de enero. 

d) En que se matriculó el vehículo.  

98. Los  procedimientos  para el reconocimiento de los beneficios fiscales de carácter 
rogado, regulado en los artículos 136 y 137 del R.D. 1065/2007, de 27 de julio, por el que 
se aprueba el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e 
inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de 
aplicación de los tributos: 

a) Se iniciarán a instancia del obligado tributario. 

b) Si la resolución va a ser denegatoria, no es obligatorio notificar al obligado tributario la 
propuesta de desestimación para que pueda realizar alegaciones.  

c) La resolución se adoptará exclusivamente en base a los datos de que disponga la 
Administración competente. 

d) En todo caso, es preciso reiterar la solicitud para ejercicios futuros, aunque no cambien las 
condiciones que dieran derecho a su reconocimiento.  

99. En el art. 19 del Real Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo por el que se aprueba 
el Texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, la aprobación 
definitiva de las Ordenanzas Fiscales es objeto de reclamación económico-
administrativa ante el Consejo Económico-Administrativo de Valladolid? 

a) Sí. 

b) Sí,  porque el Ayuntamiento de Valladolid dispone de este Organismo. 

c) No. 

d) No, porque han de ser recurridas en vía contencioso-administrativa. 

100. En base al art. 102.3 de la Ley 58/2003 de 17 de diciembre, General Tributaria, en 
los tributos de cobro periódico por recibo, una vez notificada la liquidación 
correspondiente al alta en el respectivo registro, padrón o matrícula, podrán notificarse:  

a) Por correo certificado con acuse de recibo. 

b) Colectivamente mediante edictos que así lo adviertan. 

c) Con publicación en el Boletín. 

d) Ninguna es correcta. 



101. Conforme al artículo 116 bis de la ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases 
de Régimen Local, cuando por incumplimiento del objetivo de estabilidad 
presupuestaria, del objetivo de deuda pública o de la regla de gasto, las corporaciones 
locales incumplidoras formulen su plan económico-financiero, adicionalmente a lo 
previsto en el artículo 21 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, el mencionado plan incluirá al menos:  

a) Supresión de las competencias que ejerza la Entidad Local que sean distintas de las 
propias y de las ejercidas por delegación 

b) Gestión integrada o coordinada de los servicios obligatorios que presta la Entidad Local 
para reducir sus costes 

c) Racionalización organizativa 

d) Todas ellas y las demás establecidas en dichas normas. 

102. Las contraprestaciones económicas establecidas coactivamente que se perciban 
por la prestación de los servicios públicos a que se refiere el apartado 4 del artículo 20 
del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, realizada de forma directa 
mediante personificación privada o mediante gestión indirecta:  

a) Debe regularse en las ordenanzas fiscales. 

b) Se regulan mediante precio público. 

c) Serán objeto de contribuciones especiales. 

d) Tendrán la condición de prestaciones patrimoniales de carácter público no tributario. 

103. Los Créditos Extraordinarios son, según el artículo 177 del Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales son:  

a) Aquellas modificaciones de Presupuesto de gastos en las que el crédito previsto resulta 
insuficiente y no puede ser objeto de ampliación. 

b) Aquellas modificaciones del presupuesto de gastos mediante las que se asigna crédito, 
antes inexistente, para la realización de un gasto específico y determinado que no pueda 
demorarse hasta el ejercicio siguiente. 

c) La incorporación de remanente de crédito de ejercicios anteriores. 

d) Aquella modificación del Presupuesto de gastos mediante la cual sin alterar la cuantía total 
del mismo se imputa el importe total o parcial de un crédito a otra partida presupuestaria 
con diferente vinculación jurídica. 

104. De acuerdo con el artículo 10 .2 del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, cuál de los siguientes no se considera régimen especial de la  Seguridad Social: 

a) El de los estudiantes. 

b) El de los trabajadores por cuenta propia o autónomos. 

c) El de los Trabajadores del mar. 

d) El de los trabajadores incluidos en Sistema Especial para Empleados de Hogar. 

105. De conformidad con el artículo 193 del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, la incapacidad permanente contributiva es la situación del trabajador que, 
después de haber estado sometido al tratamiento prescrito: 

a) Presenta reducciones anatómicas o funcionales graves, susceptibles de determinación 
objetiva y previsiblemente definitivas, que disminuyan o anulen su capacidad laboral. No 
obstará a tal calificación la posibilidad de recuperación de la capacidad laboral del 
incapacitado, si dicha posibilidad se estima médicamente como incierta o a largo plazo. 



b) Presenta reducciones anatómicas o funcionales graves, susceptibles de determinación 
objetiva y previsiblemente definitivas, aunque no afecten a su capacidad laboral.  

c) Presenta reducciones anatómicas o funcionales graves, susceptibles de determinación 
objetiva y previsiblemente definitivas, que disminuyan o anulen su capacidad laboral, 
aunque se estime médicamente que existe posibilidad de recuperación de la capacidad 
laboral a corto plazo. 

d) Todas las anteriores son falsas. 

106. En referencia al procedimiento sancionador, según el artículo 28 de la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, cuando el cumplimiento de una 
obligación establecida por una norma con rango de Ley corresponda a varias personas 
conjuntamente, responderán: 

a) De forma solidaria de las sanciones que, en su caso cometan y de las infracciones que se 
impongan. 

b) De forma solidaria de las infracciones, que, en su caso, se cometan y de las sanciones que 
se impongan. 

c) Ninguna es correcta. 

d) La responsabilidad en materia sancionadora es siempre personal y mancomunada. 

107. Según el artículo 115 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, respecto a la interposición de 
un  recurso administrativo: 

a) Deberá expresar las particularidades exigidas, en su caso, por las disposiciones 
específicas. 

b) El error o la ausencia de la calificación del recurso por parte del recurrente no será 
obstáculo para su tramitación, siempre que no se deduzca su verdadero carácter. 

c) Los vicios y defectos que hagan anulable un acto podrán ser alegados por quienes los 
hubieren causado. 

d) Todas son correctas. 

108. Según el artículo 122 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas: El plazo máximo para dictar y 
notificar la resolución de un recurso de alzada será de: 

a) 10 días. 

b) 1 mes. 

c) 2 meses. 

d) 3 meses. 

109. Según el artículo 86 de la Constitución española ¿Cómo se denominan las normas 
con rango de ley emanadas del Gobierno en casos de extraordinaria y urgente 
necesidad? 

a) Decretos-Leyes. 

b) Decretos Legislativos. 

c) Leyes Orgánicas. 

d) Reales Decretos. 

110. Según el artículo 22.1 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, 
las retribuciones de los funcionarios de carrera se clasifican en: 

a) Básicas y complementarias. 

b) Básicas y extraordinarias. 

c) Básicas, complementarias y extraordinarias. 



d) Sueldo y trienios. 

111. El Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, en su artículo 156  establece que, no 
se considerará accidente de trabajo:  

a) El que se produzca al ir o volver del lugar de trabajo. 

b) El que sea debido a dolo del propio trabajador. 

c) El que sea consecuencia de imprudencia profesional del trabajador. 

d) El que sufra el trabajador con ocasión o como consecuencia del desempeño de cargos 
electivos de carácter sindical. 

112. A tenor de lo dispuesto en los artículos 165  y 219 del Real Decreto Legislativo 
8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de 
la Seguridad Social, qué período de carencia es necesario para causar pensión de 
viudedad derivada de accidente de trabajo: 

a) 500 días dentro de los cinco años anteriores al hecho causante. 

b) Cinco años. 

c) No se exige período de carencia. 

d) 1800 días dentro de los cinco años anteriores al hecho causante. 

113. Conforme a los artículos  49, 54 y 55 del Reglamento Orgánico del Ayuntamiento 
de Valladolid, de 28 de noviembre de 2019, cuál de estas afirmaciones es correcta: 

a) Las sesiones plenarias han de convocarse, al menos, con tres días hábiles de antelación, 
salvo las extraordinarias que lo hayan sido con carácter urgente. 

b) Para la constitución válida del Pleno se requiere como mínimo la asistencia de un tercio 
del número legal de miembros de la Corporación. Si el tercio matemático fuera cifra 
fraccionaria, se redondeará por exceso. 

c) Los concejales deberán advertir al Alcalde para ausentarse del salón de sesiones. 

d) Las tres respuestas anteriores son correctas. 

114. Según lo establecido en el artículo 109 de la Ley 39/2015, de1 de octubre “Las 
Administraciones Públicas podrán revocar sus actos de gravamen o desfavorables, 
siempre que tal revocación (señale la incorrecta): 

a) Constituya dispensa o exención no permitida por las leyes. 

b) No sea contraria al principio de igualdad o al interés público. 

c) No sea contraria al ordenamiento jurídico. 

d) No constituya dispensa o exención no permitida por las leyes. 

115. Según el artículo 77.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, Cuando la Administración no 
tenga por ciertos los hechos alegados por los interesados o la naturaleza del 
procedimiento lo exija, el instructor del mismo acordará la apertura de un período de 
prueba por un plazo: 

a) No superior a 30 días, ni inferior a 10. 

b) No superior a 20 días, ni inferior a 10. 

c) No superior a 15 días, ni inferior a 10. 

d) No superior a 30 días, ni inferior a 20. 

116. A los efectos de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, en su artículo 69, se entenderá por declaración 
responsable el documento suscrito por un interesado en el que éste manifiesta, bajo su 
responsabilidad: 



a) Que cumple con los requisitos establecidos en la normativa vigente para obtener el 
reconocimiento de un derecho o facultad o para su ejercicio y que dispone de la 
documentación que así lo acredita. 

b) Que pondrá a disposición de la Administración la documentación cuando le sea requerida. 

c) Que se compromete a mantener el cumplimiento de las obligaciones anteriores durante el 
período de tiempo inherente a dicho reconocimiento o ejercicio. 

d) Todas son correctas. 

117. Se formalizará en convenio de colaboración según el artículo 16.1 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones: 

a) Entre el órgano administrativo concedente y la entidad colaboradora. 

b) Entre el órgano administrativo concedente y el beneficiario. 

c) Entre el beneficiario y la entidad colaboradora. 

d) Nada es correcto. 

118. Según el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Ley de la 
Jurisdicción Contenciosa Administrativa, el plazo para interponer el recurso 
contencioso-administrativo frente a actos expresos que pongan fin a la vía administrativa 
será :  

a) De seis meses contados desde el día siguiente al de su notificación o publicación. 

b) De un año contado desde el día siguiente al de su notificación o publicación. 

c) No existe sujeción a plazo. 

d) De dos meses contados desde el día siguiente al de su notificación o publicación. 

119. Según el artículo 69 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Ley de la 
Jurisdicción Contenciosa Administrativa, la sentencia declarará la inadmisibilidad del 
recurso contencioso administrativo: 

a) Únicamente en el caso de que se hubiera interpuesto por persona incapaz, no debidamente 
representada o no legitimada. 

b) Cuando tuviera por objeto disposiciones, actos o actuaciones no susceptibles de 
impugnación.  

c) Cuando se hubiera presentado el escrito inicial del recurso dentro del plazo legal 
establecido. 

d) La sentencia no puede declarar la inadmisibilidad del recurso. 

120. De acuerdo con el artículo 65 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las 
Bases del Régimen Local, cuando la Administración del Estado o de las Comunidades 
Autónomas considere, en el ámbito de las respectivas competencias, que un acto o 
acuerdo de alguna Entidad local infringe el ordenamiento jurídico: 

a) Deberá impugnar directamente el acto o acuerdo ante la jurisdicción contencioso-
administrativa, sin previo requerimiento, en el plazo señalado en la Ley Reguladora de 
dicha Jurisdicción. 

b) Deberá proceder al planteamiento de conflicto de competencias ante el Tribunal 
Constitucional. 

c) Podrá requerirla, invocando expresamente dicho artículo, para que anule dicho acto en el 
plazo máximo de siete meses. 

d) Podrá requerirla, invocando expresamente dicho artículo, para que anule dicho acto en el 
plazo máximo de un mes. 


